 

INICIATIVA PARA LA REGULACIÓN DEL DENOMINADO “TESTAMENTO VITAL”
En el mes de diciembre del año pasado la Cámara de Representantes dio media sanción al proyecto de ley que ha sido denominado como “Derechos del Paciente Terminal. Testamento Vital”. No es sencillo al momento de analizar lo que comúnmente se identifica como “voluntades o disposiciones anticipadas”, dejar de lado el tema de la eutanasia, mismo que ha ocupado recientemente el interés de la opinión pública ante casos de notoria repercusión. 
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Es por ello que resulta conveniente, previo al análisis del figura jurídica que pretende regularse, realizar algunas precisiones para poder entender en mejor forma de qué se trata el proyecto de ley que está considerando nuestro Parlamento.
La eutanasia y el derecho
La eutanasia es parte de un tema médico legal que es precisamente el morir y la muerte. Con el término eutanasia se ha referido frecuentemente a situaciones muy disímiles. La cátedra de Medicina Legal de la Facultad de Medicina de la Universidad de la República define la eutanasia como aquella conducta tendiente al cese o mitigación de los sufrimientos de otra persona, implicando directamente la muerte. 
Esta conducta podrá implicar un no hacer o dejar de hacer algo que mantenga a la persona con vida o un hacer algo que produzca su muerte. Y así, se clasifica en: 1) eutanasia activa: aquella que supone poner en práctica un acto que de hecho provoca la muerte, que a su vez se clasifica en a) directa: esto es, la acción concreta que busca provocar la muerte no contando con el consentimiento del paciente -práctica que el proyecto de ley condena y sanciona-; y b) indirecta: la cual implica la administración de analgésicos que pretenden disminuir el sufrimiento del paciente, y a su vez le acortan el período de vida. 
La intención consciente es calmarle el dolor, pero ese tratamiento tiene como consecuencia no deseada el acortamiento de la vida., esto el lo comúnmente conocido como “cóctel lítico”. A ninguna de estas modalidades refiere el proyecto de ley que estamos analizando.
El proyecto de ley
El proyecto de ley ya aprobado en la Cámara de Diputados refiere a lo que la medicina legal ha definido como “eutanasia pasiva” u “ortotanasia” que se traduce como “muerte en el tiempo o en el momento justo”, y que se opone a la “distanasia” en cuanto ésta última implica llevar a la práctica procedimientos médicos que no revierten el proceso terminal de un paciente y que conllevan un ensañamiento terapéutico provocando una muerte penosa.
Es decir, el espíritu de este proyecto ha sido establecer un marco normativo específico para evitar lo que en el ámbito médico se llama el “encarnizamiento o ensañamiento terapéutico” (o técnicamente definido como distanasia) en la etapa final de la vida y ante enfermedades de carácter terminal, crónicas, incurables e irreversibles y así favorecer el derecho de toda persona a morir dignamente. 
La vida es un derecho fundamental de toda persona (artículo 7 de la Constitución Nacional), pero los derechos fundamentales no son sólo los expresamente enumerados en la constitución (artículo 72) sino que existen otros derechos fundamentales que son inherentes a la personalidad humana que no pueden excluirse, entre otros, el derecho a la dignidad humana y el respeto a la autonomía de la voluntad. 
A su vez el legislador ha entendido que “los hechos vinculados con la propia muerte son temas críticos que el individuo tiene derecho de enfocarlos y asumirlos”.
Es en virtud de estas disposiciones constitucionales que se entiende el derecho de los pacientes terminales a decidir no ser sometidos a tratamientos que ya no favorezcan a su recuperación y que, por el contrario, les produzcan una muerte en condiciones indignas.
El testamento vital, o como comúnmente se ha llamado en medicina legal “voluntades o disposiciones anticipadas”, sería un documento hecho por el propio paciente en el que queda establecido cuál es su voluntad con respecto a recibir o no tratamientos extraordinarios y desproporcionados de manutención o prolongación de la vida una vez llegado a su período terminal. 
Por este medio se habilitaría al paciente a manifestar su voluntad de no ser sometido coercitivamente a procedimientos extraordinarios que ya no le recuperen su salud, sino que le alargan la agonía a costa de grandes sufrimientos. Es decir, autoriza a lo que antes definimos como ortotanasia o eutanasia pasiva, esto es, dejar morir sin agregar sufrimientos inútiles, que no revierten la condición terminal de la enfermedad.
Disposiciones contenidas en proyecto de ley
El artículo primero del proyecto de ley establece el derecho de toda persona mayor de edad y psíquicamente apta de oponerse en forma voluntaria, consciente y libre, a que se le apliquen tratamientos y/o procedimientos médicos que prolonguen su vida con dolor, angustia o daño, si se encontrare en estado terminal de una patología incurable e irreversible. 
Obviamente que la decisión del paciente en cuanto a oponerse al tratamiento terapéutico deberá surgir luego de un proceso de adecuada información, lo que ha sido definido por como “consentimiento informado” y a cuyo análisis ya nos hemos referido en anteriores artículos. Es imprescindible que el paciente esté informado adecuada y suficientemente para que su opción sea válida.
Lo que el proyecto de ley prevé y denomina como “testamento vital” consiste en un consentimiento por escrito que a los efectos de la norma se denominará “voluntad anticipada” y que el titular deberá firmar, además de imprimir su huella dactilar, y contar con la presencia de dos testigos mayores de 18 años de edad al momento de otorgar el mismo. 
También está previsto en el proyecto que pueda otorgarse ante Escribano Público en escritura pública o acta notarial.
Cualquiera sea la opción que se utilice, el documento en que sea expresada la voluntad del individuo deberá constar en la historia clínica del paciente.
Respecto de los testigos, la norma proyectada establece que no podrán ser: a) Los relacionados por consanguinidad, matrimonio o concubinato con el mismo; b) Los posibles herederos; c) el médico tratante o sus empleados, o los funcionarios de la institución de salud en la cual el titular sea paciente; y d) la persona designada como sustituto y los que se relacionen por consanguinidad o matrimonio con éste.
Este documento es esencialmente revocable, esto es en cualquier momento -incluso sin que sea tomado en cuenta el estado mental o capacidad del individuo-, no siendo necesario que se revoque por escrito, sino que alcanza con su revocación en forma verbal. 
El diagnóstico del estado terminal de una enfermedad crónica, incurable e irreversible, deberá ser constatada por el médico tratante y ratificado por un segundo médico en la historia clínica del paciente.
Es muy importante señalar que este proyecto prevé la existencia de un representante, quien será el responsable de velar por el cumplimiento de la voluntad del titular en el caso de que éste se torne incapaz de tomar la decisión por él mismo.
La norma prevé que en el caso de personas que no hayan expresado su voluntad en las formas antes establecidas y se encuentren en estado terminal de una patología, incurable e irreversible, la decisión de interrumpir el tratamiento podrá recaer en el cónyuge, su concubino estable o un familiar del primer grado de consanguinidad, siempre a propuesta y con el aval del médico tratante.
En caso que se decida la suspensión del tratamiento, el médico tratante deberá comunicarlo al Comité de Bioética de la Institución donde el paciente se asiste o a la Comisión de Bioética del Ministerio de Salud Pública si el paciente no se asiste en ninguna Institución. Ambas tendrán un plazo de 24 horas para resolver el caso. Se prevé, en caso que no se pronuncie en dicho plazo, la aprobación tácita de la suspensión del tratamiento. En virtud de lo anterior, en todas las instituciones públicas y privadas deberá existir una Comisión de Bioética.
Existe también una previsión expresa para los casos de objeción de conciencia que plantee el médico tratante, ello, será justa causa para que se admita su subrogación por otro profesional.
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